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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

28684 Sala Segunda.' Sentencia 308/1994, de 21
de noviembre de 1994. Recurso de amparo
2.05211991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del r.S.J. de
Castilla y León, con sede en Burgos, que
desestimó recurso contenciosO-administrativo
contra acuerdo del Pleno del Ayuntamiento
de Vadillo (Soria) sobre exclusión del deman­
dante del padrón de vecinos con derecho al
disfrute de aprovechamientos forestales
durante el año 1989. Supuesta vulneración
del principio de igualdad: diferenciación nor­
mativa derivada del deber de residencia de
los funcionarios en el propio lugar de su
destino.

La .Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil;· don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.052/91, interpuesto
por don Rafael Emilio López Barrio, representado por
el Procurador de los Tribunales don Carlos de Zulueta
y Cebrián, defendido por el Letrado Sr. Salaesa, contra
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, con
sede en Burgos, de 16 de septiembre de 1991, que
desestimó el recurso contencioso contra el acuerdo del
Pleno del Ayuntamiento de Vadillo (Soria) de 7 de enero
de 1989 sobre exclusión del demandante del padrón
de vecinos con derecho al disfrute de aprovechamientos
forestales durante el año 1989. Han comparecido el
Ayuntámiento de Vadillo, representado por el Procurador
de los Tribunales don Pedro Bermejo Jiménez y defen­
dido por el Letrado Sr. Carnicero Modrego y el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Alvaro Rodrí­
guez Bereijo, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
de este Tribunal el día 11 de octubre de 1991, don

Rafael Emilio López Barrio, representado por el. Procu­
rador de los Tribunales don Carlos de Zulueta y Cebrián,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia dictada
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León, con sede en Bur­
gos, de 16 de septiembre de 1991, que confirma el
acuerdo del PlenQ del Ayuntamiento de Vadillo (Soria)
de 7 de enero de 1989, exclusión del demandante del
Padrón de vecinos con derecho al disfrute de aprove­
chamientos forestales durante el año 1989.

2. Los hechos en que se basa la demanda son, en
síntesis los siguientes:

a) El recurrente es vecino de Vadillo (Soria), muni­
cipio en el que existe un régimen de aprovechamientos
forestales por elque se reconoce a los vecinos el derecho
a un determinado lote de madera procedente de los
pinares propiedad del Ayuntamiento ((suerte de pinos»).
La Ordenanza municipal reguladora de este derecho,
aprobada por el Ministerio de la Gobernación el 7 de
diciembre de 1963, establece los requisitos para acceder
al mismo yen el apartado F) del art. 9, se excluye del
detecho al aprovechamiento a aquellas personas que
siendo funcionarios públicos o empleados del Estado,
perciban un sueldo con cargo a éste, aunque tuvieran
casa abierta en esta localidad, y figuren como residentes
en la misma, y su destino o desempeño de profesión
sea otra localidad distinta»:

b) El recurrente es profesor de EGB, pero ejerce su
profesión en Navaleno si bien se halla autorizado por
el Ministerio de Educación y Ciencia a residir en Vadillo.
Al solicitar el reconocimiento de la «suerte de pinos»,
el Ayuntamiento se lo denegó, excluyéndole del padrón
de vecinos con derecho a ese aprovechamiento forestal.
El Ayuntamiento ratificó su acuerdo en reposición por
otro, de Tde enero de 1989, que confirmó la ~entencia
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla-León, con sede en Burgos,
de 16 de septiembre de 1991.

3. El recurrente considera que el referido arto 9, F),
de la Ordenanza municipal reguladora de los aprove­
chamientos forestales comunales de Vadillo que le ha
sido aplicada, vulnera el arto 14 C.E., pues introduce una
desigualdad de trato entre supuestos idénticos sin una
causa razonable. A su juicio, el mero hecho de ser Jun­
Gionario, condición de índole personal o social, no debe­
ría ser obstáculo para negar el derecho de aprovecha­
miento a los vecinos del pueblo. Además, argumenta
que de ese derecho pueden gozar otros funcionarios
(el Veterinario, el Médico, el Maestro, el Secretario, los
guardias de ICONA), que, viviendo también en Vadillo,
tengan su puesto de trabajo en esta localidad. Así se
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les viene reconociendo (al igual que a otros que no son
funcionarios elel Estado, mientras al recurrente se le nie­
ga (a pesar de que se le reconoció en 1981).

Termina solicitando de este Tribunal que, anulando
la Sentencia impugnada y el art. 9, F), de la Ordenanza
municipal mencionada, reconozca el derecho al recurren­
te al aprovechamiento forestal que por aplicación de
esta norma le fue denegado.

4. Por providencia de 31 de octubre de 1991 la
Sección Cuarta acordó, conforme determina el arto 50. 1
LOTC, conceder al recurrente unplazo de diez días para
que aporte copia de los acuerdos municipales 'recurridos,
bajo apercibimiento de archivo. Mediante escrito pre­
sentado por el Procurador Sr. Zulueta y Cebrián el día
13 de noviembre de 1991, se aportó copia del Acuerdo
del Ayuntamiento de Vadillo de 7 de enero de 1'989.

5. Por providencia de 16 de diciembre de 1991
la Sección acordó admitir a trámite la demanda de ampa­
ro y, de conformidad con lo dispuesto en el arto 5'1 LOTC#
dirigir comunicación a la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de CastiUa
y León, con, sede en Burgos, interesando la remisión
de certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes al recurso tramitado bajo el núm.
343/89, y que se procediera al emplazamjento del Ayun­
tamiento para que en el término de diez días pudiera
comparecer en el presente recurso constitucional.

6. La Sección, por providencia de 24 de febrero
de 1992, acordó tener por personado y parte en el pro­
cedimiento al Procurador señor Bermejo Jiménez en
nombre y representación del Ayuntamiento de Vadillo,
acusar recibo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de las actuaciones remitidas y dar vista a las partes per­
sonadas y al Ministerio Fiscal para que, en el plazo común
de veinte días, presentaran las alegaciones que estima~

ran pertinentes, conforme determina el art. 52 LOTC.

7. El día 24 de marzo de 1992 tuvo entrada en
el Registro General de este Tribunal el escrito de ale­
gaciones formuladas por la representación procesal del
recurrente. Tras ratificarlos argumentos esgrimidos en
el escrito de demanda, sostiene que la vulneración del
principio de igualdad se deduce del dispar tratamiento
dado a otros funcionarios, sin q~e exista al respecto
una justificación razonable. Además, continúa, la Sen­
tencia impugnaqa ·demuestra un desconocimiento de la
realidad social, al excluir a los funcionarios por su estatus
retributivo, por cuanto, además de no ser más que una
simple opinión, carente de realidad, se olvida que las
retribuciones de los funcionarios de tipo medio es inferior
al de los trabajadores de la industria y servicios.

8. El escrito de alegaciones del Ayuntamiento de
Vadillo tuvo entrada en el Registro General de este Tri­
bunal el día 24 de marzo de 1992. En él se exponen
las normas aplicables en esta materia, y que se hallan
en vigor desde el año 1963, la Ordenanza reguladora
del disfrute y aprovechamiento de los bienes comunales
de madera en la que, conforme a las normas tradicio­
nales, se exige a sus perceptores determinadas condi­
ciones consuetudinarias de arraigo, vinculación y per­
manencia, de manera qu~ únicamente son beneficiarios
de tales aprovechamientos los vecinos de Vadillo, que
siendo descendientes de anteriores beneficiarios, tengan
su residencia legal, efectiva y casa abierta en dicha loca­
lidad excluyendo a quienes, pese a vivir en tal localidad,
sean funcionarios del E$tado y presten sus servicios en
otra localidad, y esta exclusión' obedece a razones pro­
fesionales, no personales, y responde a costumbres tra­
dicionalmente observadas en Vadillo e instrumentadas
en la Ordenanza, que no entrañan un trato desigual, res-

pecto a los demás residentes, porque, al ser empleados
en propiedad de otro municipio, tienen en éste, y no
en Vadillo su domicilio legal, y con él su residencia habi­
tual, y carece de trascendencia el hecho de que per­
nocten en Vadillo. No existe la denunciada vulneración
constitucional porque realmente la Ordenanza establece
regímenes consuetudinarios distintos y, por tanto, el trato
desigual entre el actor y el' resto del colectivo de resi­
dentes en Vadillo responde a las exigencias y condi­
ciones de vinculación, arraigo y permanencia previstas
en la Ordenanz(¡ para disfrutar de 105 aprovechamientos
forestales. Finalmente;~qoncluye señalando que si exis­
tiera la denunciada desigualdad, ésta tendría su justi­
ficación en la·propia esencia de los aprovechamientos
comunales porque si éstos se mantienen es porque se
ha restringido su disfrute exclusivamente a los vecinos
de los pueblos. Termina suplicando a la Sala que se
dicte Sentencia desestimando el amparo solicitado y
declare la adecuación· a Derecho de la Sentencia y los
actos recurridos.

'9. Con fecha 25 de marzo de 1992 se recibe el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En ellas
comienza por efectuar un resumen de los hechos en
los que se basa la petición de amparo. Seguidamente
afirma que la condición de. funcionario no es, en este
caso, el motivo fundaDJ~Atal de la denegación; la ver­
dadera ratio del disfrute n,o ,es otra que la vecindad y
la permanencia en la citada localidad y así se deduce
del arto 9 de la Ordenanza. Continúa esta representación
refiriendo que si bien es cierto que la Sentencia recurrida
funda su exclusión en el status retributivo de los fun­
cionarios, diferenciado de 105 demás vecinos, tales razo­
namiéntos no vinculan al Tribunal. La exclusión de los
funcionarios que tienen su destino fuera de Vadillo se
funda primordialmente en su falta de permanencia en
dicha localidad, en aplicación de lo dispuesto en el
art. 2, c), de la Ordenanza, que exige no estar ausente
del pueblo más que un número determinado de días
al año más que en el peculiar status retributivo que no
le afectaría si tuviera'stJ destino en Vadillo, así pues
la excepción contenida en el art. 9, F), de la Ordenanza
está perfectamente justificada. Concluye que la demanda
de amparo no puede prosperar y que, en todo caso,
no existe ningún perjuicio' para el recurrente pues el
propio Ayuntamiento ha derogado el art. 9, F), de la
Ordenanza con posterioridad al acuerdo municipal
recurrido y confirmado en vía judicial; no obstante, no
nos hallamos ante un recurso sin objeto, pues si el ampa­
ro llegase a prosperar, los Tribunales ordinarios deberían
otorgarle su derecho desde la fecha de la petición que
fue denegada por el Acuerdo municipal de 7 de enero
de 1989. En consecuencia, interesa el Ministerio Fiscal
que se dicte Sentencia denegando el amparo, por cuanto
,no resulta del proceso la ; lesión de 105 derechos fun­
damentales que sirven ~de apoyo a la demanda.

10. Mediante providencia de 17 de noviembre de
1994, se señaló para deliberación y fallo el día 21 del
mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
determinar si ha lesionado el derecho fundamental del
recurrente ala igualdad del 14 C.E. el acuerdo municipal

'que le denegó el reconocimiento de la denominada
«suerte' de pinos)) en aplicación del apartado F) del
art. 9 de la Ordenanza municipal de aprovechamientos
forestales comunales del Ayuntamiento de Vadillo (So­
ria), que exceptúa del disfrute de tales aprovechamientos
a aquellas personas que, «siendo f4J1cionario público o
empleado del Estado, perciban su sueldo de éste, aunque
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tuviesen casa abie~rta en esta localidad y figuren como
residentes en la misma y su' destino o desempeño de
profesión sea, en localidad distinta)).

El demandante de amparo, Profesor deEGB con des­
tino en una localidad distinta deVadillo,si bien auto­
rizado por el Ministerio de Educación Y' Ciencia para resi­
dir en esta última localidad, estima que el referido art.
9, F), de la Ordenanza municipal reguladora de los aprO- '
vechamientos forestales comunales desconóce la exi­
gencia constitucional del principio de igualdad, puesto
que introduce una desigualdad de trato respecto a otros
supuestos idénticos sin una causa razonable, pues no
puede reputarse como tal el mero hecho de ser fun­
cionario --circunstancia de' índole social O personal- y
tener el destino en distinta localidad.

El principio de igualdad resultaría vulnerado, según
el 'demandante de'amparo, por la concurrencia de dos
circunstancias:se-r funcjonario y tener el destino en una
localidad diferente, pues, como dice el actor, no surge
este problema respecto a los demás ciudadanos ni tam­
poco en relación con otros funcionarios que tengan' su
puesto de trabajo y -destino en la propia 10ca,lidad de ,
Vadillo" a los que señala como término de comparación,
pues a éstos se les viene reconociendo este derecho
de aprovechamiento conocido como «suerte de pinos)).

Se trata, pues, de un supuesto de, amparo de los
previstos en el art. 43 LOTC, ya que si bien el deman­
dante impugna la Sentencia dictada por el Tribunal Supe­
rior de Justicia de Castilla y León, en realidad, dicha
resolución judicial que simplemente confirma el acto
administrativo recurrido, no hace otra cosa que agotar
la vía judicial previa al amparo constitucional sin que
quepa imputar a ella de manera directa e inmediata' la
"yulneración del derecho fundamental; y sin que, por otra
parte, el demandante impute nuevas y diferentes lesio-
nes de derechos constitucionales a la mencionada Sen­
tencia más allá de su discrepancia respecto dela correc-
ción técnica de la misma. .

2. Para un examen cabal de la cuestión planteada,
es preciso recordar que el arto 79.3 de la Ley de Bases
d,e Régimen Local de 1985 define los bienes'comunales
como aquellos cuyo aprovechamiento corresponde al
común de los vecinos; yen en arto 18.1, c), de la citada
Ley se configura también el acceso a los aprovecha­
mientos comunales como uno de los derechos de todo
vecino. Para poder adquirir la condición de beneficiario
de estosáprovechamientos se establecen varios requi­
sitos, siendo condición necesaria la residencia habitual
en el término municipal. Este requisito aparece expre­
samente por vez primera en la Ley municipal de 1870,
que sustituye la tradicional exigencia de casa abierta
o domicilio existente en las normas municipales ante­
riores; y se reitera prácticamente en casi todas las leyes
locales posteriores. En el concepto de «residencia habi­
tual)), que se exige para poder ser beneficiario de tales
aprovechamientos, no sólo se comprende la residencia
efectiva yel animus manendi (o de permanencia en un
lugar), esto es, no sólo la constatación fáctica de la inte­
gración en la comunidad local sino también el ánimo
de integración en el pueblo. Por tanto, el concepto legal
indeterminado de residencia habitual ,se refiere tanto a
la permanencia en la localidad, desde el punto de vista
temporal, como desde una perspectiva de realidad yefec­
tividad. No basta, pues, para acceder ~l disfrute del, apro­
vechamiento comunal con la simple condición formal
de vecino, como puede ser la inscripción en el Padrón
municipal, sino que es preciso, además, que ex'ista una
residencia o relación de vecindad efectiva, esto es un
arraigo estable, real Y verdadero en la localidad que,
en determinadas ocasiones, puede aún restringirse con
la imposición de otras exigencias.

En efecto, en determinados y tasados supuestos se
permite la introducción de .condiciones especiales, que
deben cumplir los beneficiarios debido a 'las circunstan­
ciasexcepcionales que pueden concurrir, entre las que
se encuentran las previstas en elart. 75.4 del texto refun­
dido de la legislación de Régimen Local de 1986. Este
precepto dispone que ({los Ayuntamientos y Juntas veci­
nales que, de acuerdo con las normas consuetudinarias
u ordenes tradicionalmente observadas, viniesen orde­
nando el disfrute y aprovechamiento de bi'enes comu­
nales, mediante concesiones periódicas de suertes o cor­
tes de madera a los vecinos, podrán exigir a éstos, como
condición previa para participar en los aprovechamientos
forestales indicados, determinadas condicione·s de vin­
culación y arraigo o de permanencia, según la costumbre
local. siempre que sean fijadas en la Ordenanza)). Esta
disposición autoriza a restringir el número de beneficia­
rios, excluyendo a una serie da personas de la parti­
cipación de los aprovechamientos forestales. El estable­
cimiento de las condiciones particulares obedece a la
necesidad de preservar los aprovechamientos en algunas
poblaciones a las personas ,que real y efectivamente resi­
den en el término con voluntad de permanencia estable
y arraigo, evitándose así situaciones de vecindades fic­
ticias que no responden a liña auténtica y verdadera
integración en la comunidad. En definitiva estas restric­
ciones complementarias o condiciones particulares tie­
nen su razón de ser y justificación en la nece~dad de
conservación y subsistencia de los patrimonios comu""
nales de las Entidadés locales, su disfrute estricto y exclu­
sivo entre los vecinos vinculados a estos Entes locales.

3. Debemos examinar la conformidad con la Cons­
titución del concreto precepto de la Ordenanza municipal
impugnada de cuya aplicación se deriva la lesión de
derechos constitucionales. El demandante de amparo
estima que la citada disposición vulnera el arto 14 C.E.
porque introduce ~na diferencia de trato entre los fun­
cionarios del Estado, por tener su destino fuera de la
localidad, que no justifica, a su entender, su exclusión
como beneficiario de la denominada ccsuerte de pinos)).

El principio de igualdad en y ante la Ley reconocido
en el art. 14 C.E., según se ha expresado reiteradamente
por este Tribunal, significa primordialmente que los ciu­
dadanos han de ser tratados de un modo igual en la
propia Ley, de lo que se deriva la interdicción de aquellas
diferenciaciones legales que sean arbitrarias o despro­
porcionadas, carentes de la necesaria justificación obje-

'tiva y razonable; juicio de razonabilidad éste que este
Tribunal debe revisar y ponderar como supremo intér­
prete de la Constitución (SSTC 29/1987, 114/1987,
209/1988, entre otras).

Concretamente, este Tribunal ha declarado que el
derecho ala igualdad ante la Ley impone al Legislador
ya, quienes aplican la Ley la obligación de dispensar
un mismo trato a quienes se encuentren en situaciones
jurídicas' equiparables con prohibición de toda discrimi­
nación o desigualdad, de, trato que, desde el punto" de
vista de la finalidad de la norma cuestionada, carezca
de justificación objetiva y razonable; de modo que «para
que las diferenciaciones normativas puedan considerar­
se no discriminatorias resulta indispensable que exista
una justificación objetiva y razonable, de acuerdo con
criterios y juicios de valor generalmente aceptados, cuya
exigencia deba aplicarse en relación con la finalidad y
efectos de la medida considerada, debiendo estar pre­
sente, por ello, una razonable relación de proporciona­
lidad entre los medios empleados y la finalidad perse­
guida, y dejando en definitiva al Legislador con caracter
general la apreciación de situaciones distintas que sea
procedente diferenciar y tratar' desigualmente)) (STC
75/1983, fundamento jurídico 2.°). Añadiéndose que
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«las diversificaciones normativas son conformes a la
igualdad, en suma, cliando, además, las normas de las
que la diferencia nace muestran una estructura cohe­
rente, en términos de razonable proporcionalidad, al fin
perseguido. Tan contraria a 'la igualdad es, por tanto,
la norma que diversifica por un mero voluntarismo selec­
tivo como aquella otra que, atendiendo a la consecución
de un ftn legítimo, configura un supuesto de hecho, o
las consecuencias jurídicas que se le imputan, en des­
proporción patente con aquel fin, o sin atención alguna
a esa necesaria relación de proporcionalidad» (STC
209/1988, fundamento jurídico 6.°).

4. A la luz de esta doctrina corresponde determinar
si la diferenci-a de trato contemplada en la Ordenanza
municipal respecto de los funcionarios del Estado con
destino en otra localidad en relación con los demás veci­
nos y con los funcionarios que sí residen en la misma
por tener allí su destino, tiene una justificación objetiva
y razonable.

La Ordenanza cuestionada, excluye, con carácter
general, a los funcionarios con destino en otra localidad
distinta de Vadillo, pues, a diferencia de laque ocurre
con otros ciudadanos, los funcionarios, en virtud de dis­
posición legal tienen su residencia vinculada al lugar
en que prestan sus servicios. El fundamento de la excep­
ción, por tanto~ se halla, en la propia legislación de fun­
cionarios del Estado, que, tradicionalmente, ha venido
exigiendo el deber de residencia efectiva y real en el
lugar de su destino. En este sentido, el arto 77 de la
Ley de Funcionarios del Estado de 1964 dispone que
«los funcionarios deberán residir en el término municipal
donde radique la oficina, dependencia o, lugar donde
presten sus servicios». Por consiguiente, la Ordenanza,
al eliminar. de los aprovechamientos forestales a los fun­
cionarios que no se hallen destinados en la propia loca­
lidad, parte de una premisa legítima, cual es la preceptiva
residencia en el término municipal de destino de los
funcionarios, y la imposibilidad legal, en principio, y salvo
excepciones, y por causas justificadas (art. 77.2 de la
citada Ley), de que la residencia legal y habitual pueda
encontrarse en un lugar distinto al de destino. Por con­
siguiente, y a diferencia de lo que ocurre con los demás
ciudadanos no funcionarios y. con los funcionarios que
tienen su destino en la propia localidadde Vadillo, aque­
llos a los.que se refiere el precepto impugnado, en virtud
de una norma legal, se encuentran obligados a residir
no sólo de una manera formal, sino también real, habitual
y' en el lugar donde desarrollan su profesión, fuera, por
tanto, de Vadillo. Lo que determina el incumplimiento
de uno de 'los requisitos esenciales exigidos en la Orde­
nanza para participar en el reparto del aprovechamiento
de los bienes comunales, cual es, la residencia efectiva
y presencia continuada en el pueblo, presupuesto para
la auténtica y verdadera integración en la comunidad
local sobre la que se asienta la titularidad de los bienes
comunales, y, en definitiva, la propia consideración y
naturaleza de éstos como propiedades pertenecientes
a la·, Corporación local y destinados exclusivamente al
aprovechamiento vecinal.

Pues bien, es evidente que, fundándose la excepción
cuestionada en esta imposición legal del deber de resi­
dencia, no puede afirmarse que la exclusión de los apro­
vechamientos forestales prevista en la Ordenanza muni­
cipal carezca de una justificación objetiva y razonable.
Es objetiva por cuanto es una simple consecuencia aso­
ciada a la situación legal de los funcionarios derivada
de su peculiar status, que les impone, en.tre otros, el
deber de residencia, y además es razonable, porque, al
exigirse para los aprovechamientos comunales una inten­
sa y real vinculación con la entidad local, la norma exclu­
ye, precisamEnlte, a aquellas personas que desarrollan

su profesión, prestan sus servicios y sobre las que pesa
la obligación legal de residir en otra localidad distinta
de la de Vadillo. Desde el punto de vista de la finalidad
perseguida, que es que tales bienes sólo sean disfrutados
por los que realmente residen y estén arraigados en
la localidad, evitándose así vecindades ficticias, a fin de
conservar los aprovechamientos, la norma cuestionada
resulta justificada y proporcionada. -

5. También se deduce de la demanda de amparo
la posible vulneración del principio de igualdad en y ante
la Ley desde otra perspectiva distinta, a saber: no haber
tenido en cuenta el Ay-untamiento al aplicar la Ordenanza
la circunstancia particular de que el recurrente había
obtenido permiso expreso de la Administración para resi­
dir en la localidad de Vadillo, aunque no era la de su
destino como funcionario, lo que le distinguía de los
demás funcionarios con destino fuera del Municipio de
Vadillo sin tal autorización. Con lo cual, el/Ayuntamiento
al haberle excluido del aprovechamiento de los bienes
comunales habría vulnerado el arto 14 C.E. al dar un
trato igual a lo que era manifiestamente desigual.

Contemplada desde esta perspectiva, la invocación
del principio de igualdad pretendería ejercer un derecho
a ser tratado de forma diferenciada, de manera que la
norma en sí misma o su aplicación ha de contemplar
la particular excepción éHa regla general que en su caso
concurre, mediante una regulación diferenciada para sal­
vaguardar así el «derecho ala desigualdad» que, supues­
tamente reconocería' el art. 14 C.E. Así planteada, la
cuestión se centra, por tanto, en determinar si el
art.14 C.E. establece, junto a la igualdad de trato de
las situaciones similares, un correlativo derecho al tra­
tamiento legal diferenciado de los supuestos de hecho
de naturaleza distinta.

Este Tribunal ha dicho que «la igualdad declarada
en el arto 14 C.E. es la que impone que ante situaciones
no disímiles la norma debe ser idéntica para todos, com­
prendiéndolos, en sus disposiciones y previsiones con
la misma concesión de derechos que eviten las desi­
gualdades,por ello, lo que este precepto constitucional
impide es la distinción infundada o la discriminación
(SSTC7511983, fundamento jurídico 2.°; 86/1985, fun­
damento jurídico 3.°). El arto 14 C.E. reconoce el derecho
a no sufrir discriminaciones o' diferenciaciones carentes
de justificación objetiva y razonable, pero no ampara
la falta de distinción entre supuestos desiguales, ésto
es el hipotético derecho a imponer o exigir diferencias
de trato (SSTC 52/1987, fundamento jurídico 3.°;
136/1987, fundamento jurídico 6.°; 48/1989, funda­
mento jurídico 5.°). Por 'consiguiente, siendo ajena al
ámbito de este precepto constitucional la llamada «dis­
criminación por indiferenciación» (SSTC 86/1985, fun­
damento jurídico 3.° y 19/1988" fundamento jurídico
6.°), la supuesta quiebra del principio de igualdad que
se aduce por este motivo debe ser, asimismo, rechazada.

Por último, conviene recordar, al respecto, que el jui­
cio de razonabilidad sobre el criterio de diferenciación
adoptado por la norma y el fin perseguido por aquélla
ha de hacerse tomando en consideración el caso normal,
esto es, el que se da en la generali~ad de los casos
del supuesto normativo, y no las posibles excepciones
a la regla. Como ha dicho este Tribunal, «la generalidad
de la norma, y por ello su distanciación en relación a
casos particulares concretos, es una garantía de la segu­
ridad jurídica y de la igualdad. Pór ello, el juicio de igual­
dad debe hacerse teniendo en cuenta los criterios legales
establecidos para la distinción, y no casos particulares
individualizados. La norma debe utilizar criterios obje­
tivos generales, cuya razonabilidad y proporcionalidad
ha de apreciarse en relación con los casos ordinarios
y más frecuentes y no, como pretende el recurrente,
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respecto de los casos particulares)} (STC 70/1991, fun­
damento jurídico 7.°, in fine). Así pues, la no previsión
en la Ordenanza municipal de la circunstancia excep­
cional que concurre en el demandante de amparo de
tener autorización expresa concedida por la Adminis­
tración para residir en localidad distinta a la de su destino,
no altera la anterior conclusión acerca de la razonabilidad
y justificación objetiva de la norma desde la perspectiva
del principio de igualdad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno' de .noviembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eu­
genio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
dón López.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados. ,

28685 Sala Segunda. Sentencia 309/1994, de 21
de noviembre de 1994. Recurso de amparo
453/1992. Interpuesto por el Ministerio·Fis­
cal contra Sentencia absolutoria de la Audien­
cia Provincial de Madrid dictada en apelación
de otra anterior del Juzgado de lo Penal núme­
ro 20 de la misma ciudad, que había con­
denado como autores de un delito de recep­
tación a determinadas personas. Supuesta
vulneracion de los derechos a la tutela judicial
efectiva y a utilizar los medios de prueba per­
tinentes:' valoración judicial, no lesiva del dere­
cho, del material probatorio obtenido irre­
gularmente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil,don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la si"guiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 453792, promovido por el
Ministerio Fiscal contra la Sentencia de la Sección Deci­
moquinta de la Audiencia Provincial de Madrid, de 20
de enero de 1992. Ha comparecido don Arturo Gómez
Vidal, representado por el Procurador don Luciano Rosch
Nadal. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer, quien expresa el parecer de la Sala. .

l. Antecedentes

1. Mediante ~scrito presentado ·en el Registro de
este Tribunal el 21 de febrero de 1992, el Fiscal ante
el Tribunal Constitucional interpúso recurso de amparo

(registrado con el núm. 453/92) contra la Sentencia,
de 20 de enero de 1992, de la Sección Decimoquinta
de la Audiencia Provincial de Madrid en el juicio oral
169/91 procedente del Juzgado de lo Penal núm. 20
de la misma ciudad, por considerar que dicha Sentencia
vulneraba los derechos fundamentales a la tutela judicial
efectiva y a utilizar los medios de prueba pertinentes
reconocidos en el arto 24 C.E. .

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son los siguientes:

a) Durante una investigación judicial realizada a con­
secuencia de distintos hechos, los policías intervinientes
solicitaron y obtuvieron autorización judicial para entrada
y registro en el domicilio del que era titular arrendataria
doña Luisa Pino Ovejero. La diligencia de entrada y regis­
trase. practicó en presencia de la citada arrendataria
y de su acompañante don Arturo Gómez Vidal, así como
de ,dos testigos, firmando el acta todos los presentes,
así como los policías actuantes. Sin embargo, en dicho
registro no intervinó el Secretario Judicial. Durante su
práctica fueron 'halladas joyas procedentes de un robo
perpetrado en una joyería de Madrid.

b) El Juzgado de lo Penal núm. 20 de Madrid,
mediante Sentencia de 26 de julio de 199 r, condenó
a don Arturo Gómez Vidal y a doña ,María Luisa Pino
Ovejero como autores responsables de un delito de
receptación del arto 546 bis, a), del Código Penal a la
pena" de un año de prisión menor y multa de 50.000
pesetas, con arresto sustitutorio de veinticinco días para
el caso de impago y accesorias legales. Este órgano judi­
cial entendió que existía prueba de cargo, pues si bien
la dilig.encia de entrada y registro en el domicilio «no
fue garantizada como documento auténtico y formal por
la presencia del Secretario Judicial, tal y como dispone
elart. 569 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ha podi­
do' ser incorporado a la actividad probatoria dél proceso
penal, por la vía de la declaración" testifical de quienes
intervinieron en la diligencia policial como Instructor,
Secretario y miembros de la Brigada Provinci.al de la
Policía Judicial, grupo 6.°».

c) Interpuesto recurso de apelación por los conde­
nados, la Sección Decimoquinta de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid dictó SentenCia absolutoria el 20 de
"enero de 1992, por entender que, sin asistencia de
Secretario Judicial a la diligencia de entrada y registro,
desaparece dicha prueba de cargo por ser ésta, de acuer­
do con el arto 6:3 del Código Civil, nula de pleno derecho,
lo que convierte en «procesalmente inexistentes» los
objetos en,contrados durante el registro. Dicha nulidad
no puede ser subsanada mediante la declaración en el
plenario de quienes intervinieron en el registro. Ni siquie­
ra las declaraciones de los acusados, que no negaron
el hallazgo de las joyas durante el registro, poseería valor
probatorio, dada cda imposibilidad conceptual y procesal
de dirigir preguntas, en este caso a los acusados, sobre
objetos procesalmente inexistentes)).

3. El Ministerio Fiscal, en la demanda de amparo
por él presentada, denuncia que el órgano judicial en
la Sentencia impugnada cele priva infundadamente de
las pruebas existentes, en virtud no sólo de falta de moti­
vación, sino de error patente en la apreciación de la
ley...n, lo que conlleva a una violación del derecho a
la tutela judicial y del derecho a la, prueba, reconocidos
en el arto 24. 1 y 2 C.E., con la consiguiente indefensión,
por lo que interesa del Tribunal Constitucional que decla­
re la nulidad de la Sentencia, impugnacftl. para que la


